
QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY QUE ESTABLECE 
LAS NORMAS MÍNIMAS SOBRE READAPTACIÓN SOCIAL DE 
SENTENCIADOS, A CARGO DEL DIPUTADO JOSÉ LUIS MURILLO TORRES, 
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN  

El suscrito, diputado federal José Luis Murillo Torres, integrante del Grupo 
Parlamentario del Partido Acción Nacional de la LX Legislatura del honorable 
Congreso de la Unión, en ejercicio de la facultad que le otorgan los artículos 71, 
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 55, fracción 
II, y demás relativos del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de 
los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de ésta soberanía la presente 
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman los numerales 6, 10 y 11 de la 
Ley que Establece las Normas Mínimas sobre Readaptación Social de Sentenciados, al 
tenor de la siguiente  

Exposición de Motivos  

La historia de la pena de prisión se remonta a la función que cumplía en el antiguo 
derecho como medio para mantener seguros a los acusados durante la instrucción del 
proceso. Pero es hasta finales del siglo XVIII, bajo la influencia de la corriente 
humanitaria, cuando se incorpora como pena en sí misma, reemplazando los castigos 
corporales.  

La prisión representa, dentro de nuestra sociedad, una institución totalitaria y punitiva, 
con la finalidad de la intimidación, bajo el postulado de que es un medio eficaz para 
amenazar a posibles delincuentes o para evitar que reincidan los que ya han incurrido en 
una conducta antisocial.  

Al castigo del cautiverio se añade algo que va más allá de la privación de la libertad, es 
decir, la condena a la obligada convivencia, a las pésimas condiciones de sobrevivencia, 
al ocio que inhabilita y llena de frustración a la población penitenciaria.  

En relación con los factores sociales que imprimen un carácter criminógeno a la cárcel, 
la prisión produce efectos como la vergüenza de la familia, el sufrimiento moral en el 
hogar y el deterioro que significa la pérdida de la percepción económica del 
encarcelado; por otra parte en el caso de sentencias de larga duración, tratándose de 
internos casados, el divorcio, la disolución familiar y la inadaptación de los hijos, dado 
que su educación no se da en situaciones normales.  

En resumen, podemos decir que la prisión es un instrumento de control social utilizado 
por el Estado para la contención de unos cuantos y un factor intimidante para la 
discutible prevención de conductas que alteren el orden social establecido.  

En México, la legislación vigente, específicamente en nuestra Carta Magna, en su 
artículo 18, considera la pertinencia de separar a hombres y mujeres en las prisiones, no 
obstante, no se señalan las necesidades de las mujeres en reclusión, sobre todo aquellas 
asociadas a la maternidad, la atención de los hijos y la educación de los mismos.  



Se hace caso omiso a situaciones obvias y contundentes, como la atención que requieren 
las internas embarazadas o que tienen a sus hijos viviendo junto con ellas en la prisión 
y, en consecuencia, bajo su cuidado, atención y educación.  

Es necesario hacer hincapié en la discriminación hacia las mujeres dentro de las 
prisiones, pues no se ha considerado prioritario atender sus necesidades por la simple 
justificación de que la cantidad que representan es mínima en comparación con la 
población varonil, por lo que pareciera que el diseño operativo y arquitectónico de los 
Centros de Reclusión responde únicamente a necesidades de personas del género 
masculino.  

La lógica aquí es que los penales están construidos, planeados y organizados 
únicamente para la población masculina, por lo que es más que evidente la desigualdad 
entre géneros al interior de los centros de reclusión.  

La violencia contra la mujer es un problema que se vive cotidianamente y se manifiesta 
de diversas formas, es decir física, sexual y emocionalmente y puede presentarse tanto a 
nivel público como privado.  

Este tema se ha considerado como prioritario a nivel mundial, ya que impide el 
desarrollo de la mujer en todas las áreas, se ha reconocido que tal violencia impide el 
logro de sus objetivos de igualdad, desarrollo y paz, viola y menoscaba o impide su 
disfrute de los derechos humanos y las libertades fundamentales.  

Aunado a los problemas propios de la reclusión, las mujeres son generalmente 
abandonadas por la familia y no cuentan con apoyo económico para sufragar sus gastos; 
el acceso a la educación es menor, mientras que el acceso a los servicios de salud y 
salud reproductiva, el derecho a la visita íntima y las preliberaciones son aspectos que 
también destacan por la serie de restricciones de que son objeto las reclusas.  

La situación de la mujer en la prisión la hace más vulnerable, por el doble abandono del 
que es objeto, como ya se mencionó por parte de la familia como una forma de 
reprocharle, en su condición de mujer, haber infringido la ley, y por haber sido 
etiquetada como delincuente y haber estado en prisión; y en segundo lugar, por la 
institución penitenciaria al concederle, la mínima significatividad a las condiciones de 
encierro de la población femenina y a las secuelas sociofamiliares resultantes de su 
exclusión social.  

Es inobjetable el trato diferencial que reciben las mujeres presas en relación con el de la 
población masculina, en la mayoría de los penales mixtos, los espacios que son 
asignados para las internas que son madres y sus hijos deben ser adaptados de acuerdo a 
sus necesidades, obedeciendo esto, como anteriormente se mencionó, a la 
infraestructura de los mismos, a la satisfacción de un modelo planeado y construido 
para varones.  

Por otra parte resulta preocupante que en la mayoría de los centros de readaptación 
social no cuenten con alternativas laborales para las mujeres en reclusión. El mismo 
artículo 18 constitucional precisa que el trabajo, junto con el estudio y la capacitación 
para el trabajo, es un medio para la readaptación social.  



Esto, sin embargo, está obstaculizado por varias condiciones: por ejemplo, no existe una 
reglamentación del trabajo al interior de los centros de reclusión, por lo que el trabajo 
no es obligatorio; situación que se evidencia especialmente con las mujeres.  

Por otra parte considero compañeros que el castigo a las mujeres es necesariamente un 
castigo extensivo hacia sus hijos, tanto a los que permanecen con ellas en prisión, como 
a los que quedan desamparados en el exterior o bajo los cuidados de familiares.  

También es importante destacar la situación de permanencia de los hijos de las mujeres 
privadas de su libertad junto a ellas, ya que esto conlleva un riesgo de contaminación 
que, a través del proceso de prisionalización, podría explicar un comportamiento 
delictivo posterior del menor.  

Asimismo existe el argumento contrario a lo mencionado, el del derecho del niño a ser 
cuidado por sus padres (artículo 7.1 de la Convención de los Derechos de la Niñez); 
adicionalmente, la no separación de los hijos de las madres presas asume el perfil de 
que, en muchos casos, es la única garantía de su sobrevivencia, dada la situación de 
marginalidad de la mayoría de las mujeres recluidas en centros de readaptación.  

En este contexto, compañeros, tenemos la obligación de tomar las medidas necesarias 
para garantizar a las mujeres en reclusión y a los hijos en situación de permanencia 
junto a ellas, el pleno goce y ejercicio de sus derechos humanos, y ejercer nuestra 
responsabilidad de garantizarles su seguridad y bienestar, formulando políticas 
penitenciarias en las que sean tomadas en cuenta las condiciones específicas de las 
mujeres.  

La lucha por lograr el pleno goce de los derechos de quienes se encuentran privados de 
su libertad, no debe cesar, porque es imposible concebir un Estado democrático en el 
que la práctica violatoria de los derechos de las personas siga siendo algo común y 
cotidiano, como les ocurre a los reclusos y reclusas en nuestro país.  

En atención a lo anteriormente expuesto, con fundamento en el artículo 71, fracción II, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 55, fracción II, del 
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos 
Mexicanos, someto a consideración de ésta honorable asamblea de la Cámara de 
Diputados el siguiente proyecto de  

Decreto  

Primero. Se reforman los numerales 6, 10 y 11 de la Ley que Establece las Normas 
Mínimas sobre Readaptación Social de Sentenciados para quedar como sigue:  

Artículo 6o. …  

…  

…  



En los centros de reclusión para mujeres, se proporcionará a éstas atención médica 
especializada durante el embarazo y servicios ginecológicos, obstétricos y pediátricos 
de emergencia.  

…  

Artículo 10. La asignación de los internos al trabajo se hará tomando en cuenta los 
deseos, la vocación, las aptitudes, el estado de gravidez, la capacitación laboral para el 
trabajo en libertad y el tratamiento de aquellos, así como las posibilidades del 
reclusorio. El trabajo en los reclusorios se organizará previo estudio de las 
características de la economía local, especialmente del mercado oficial, a fin de 
favorecer la correspondencia entre las demandas de éste y la producción penitenciaria, 
con vistas a la autosuficiencia económica del establecimiento. Para éste último efecto, 
se trazará un plan de trabajo y producción que será sometido a aprobación del gobierno 
del estado y, en los términos del convenio respectivo, de la Dirección General de 
Servicios Coordinados.  

Artículo 11. …  

…  

Los hijos de las mujeres recluidas, en caso de que permanezcan dentro de la 
institución, recibirán atención pediátrica, educación inicial y preescolar hasta la edad 
de 6 años.  

Transitorios  

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación.  

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de marzo de 2008.  

Diputado José Luis Murillo Torres (rúbrica)  
   

 


